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EXP. 3943-2006-PA!TC 
LIMA 
JUAN DE DIOS VALLE MOLINA 

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Lima, 11 de diciembre de 2006 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Juan de Dios Valle Molina 
contra la resolución de la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, de fojas 163 del segundo cuaderno, su fecha 17 de noviembre de 
2005, que, confirmando la apelada, declara improcedente la demanda de autos; y, 

ATENDIENDO A 

2. 

ue con fecha 25 de octubre de 2002 el recurrente interpone demanda de amparo contra 
os Vocales de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia de la República, señores 

José Antonio Silva Vallejo, Carlos Távara Calderón, Jorge Isaías Carrión Lugo, Mario 
Otto Torres Carrasco y José Marcial Carrillo Hemández, a fin de que se deje sin efecto 
tanto la resolución integrada que declara improcedente el recurso de casación que 
interpuso y que le fue notificada con fecha 26 de abril de 2002; como la resolución 
integradora notificada con fecha 11 de marzo de 2002. Alega que dichas resoluciones le 
causan agravio, en primer lugar, porque convalidan la falta de sustento jurídico de las 
resoluciones de primera y segunda instancia y, más específicamente, porque contienen 
una fundamentación aparente y errada por cuanto declaran improcedente el recurso 
"( ... ) adjudicándome invocaciones de [algunos] incisos [1 y 2 del artículo 386 del 
Código Procesal Civil] que no hice y que no figuran en mi Recurso de Casación" (sic). 

Que con fecha 15 de junio de 2004 la Sexta Sala Civil de la Corte Superior, declaró 
improcedente la demanda por considerar que "( ... ) de la revisión de los autos no se 
aprecia que las resoluciones judiciales materia de la litis hayan sido emitidas dentro de 
un procedimiento irregular, no habiéndose acreditado la violación del derecho 
Constitucional Procesal (sic), en consecuencia no procede emitir, vía acción de amparo, 
un pronunciamiento que conlleve a la declaración de nulidad del Auto calificatorio del 
recurso de casación ( ... )" [considerando 4]. Por su parte la recmTida confirmó la 
apelada por considerar que el recurrente pretende que se revise el fondo de la 
controve ia. 
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3. Que este Tribunal advierte que el recurrente instauró un proceso civil de "obligación de 
hacer" contra la Dirección General de Capitanías y Guardacostas a fin de que se le 
otorgue el despacho de "Oficial de Reserva Naval", bajo el argumento de que el 
Reglamento de Capitanías y Actividades Marítimas Fluviales y Lacustres, al no 
contemplar tal cargo para su situación, era "discriminatorio". La sentencia de primera 
instancia, con una fundamentación extensa, declaró infundada su demanda, la que fue 
confirmada obviamente luego de su apelación. Posteriormente el recurrente interpuso 
recurso de casación, el cual fue declarado improcedente mediante resolución de fecha 
21 de enero de 2002. Antes de que dicha resolución cause ejecutoria, mediante 
resolución de fecha 2 de abril de 2002, la misma Sala Civil de la Corte Suprema de 
Justicia de la República se pronunció en tomo a dos temas [pronunciamiento sobre las 
causales previstas en los incisos 1) y 2), artículo 386º del Código Procesal Civil] que, a 
su criterio, fueron omitidos al expedirse la referida resolución de fecha 21 de enero de 
2002. Luego de evacuada esta resolución, a través de diferentes articulaciones el 
recurrente hizo ver al órgano emplazado que el pronunciamiento en tomo a las causales 
previstas en los incisos 1) y 2) artículo 386º del Código Procesal Civil no fueron 
planteados en su recurso de casación. Todas esas articulaciones fueron desestimadas por 
l órgano judicial emplazado. Por último, el recurrente en el amparo ha considerado que 

el pronunciamiento sobre esos aspectos vulnera su derecho a la motivación de las 
resoluciones judiciales. 

Que el Tribunal Constitucional considera que debe desestimarse la pretensión. Al 
hacerlo ha de recordar que el derecho a la debida motivación de las resoluciones 
judiciales es una garantía del justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que 
las resoluciones judiciales no se encuentren justificadas en el mero capricho de los 
magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el ordenamiento jurídico o los que 
se deriven del caso. 

Sin embargo no todo ni cualquier error en el que eventualmente incurra una resolución 
judicial constituye automáticamente una violación del contenido constitucionalmente 
protegido del derecho a la motivación de las resoluciones judiciales. A juicio del 
Tribunal, el contenido constitucionalmente garantizado de este derecho queda 
delimitado en los siguientes supuestos : 

a) Inexistencia de motivación o motivación aparente. 
b) Falta de motivación interna del razonamiento, que se presenta en una 

doble dimensión; por un lado, cuando existe invalidez de una inferencia a 
partir de las premisas que establece previamente el Juez en su decisión; y, 
por otro, cuando existe incoherencia narrativa, que a la postre se presenta 
co o un discurso absolutamente confuso incapaz de transmitir, de modo 
oherente, las razones en las que se apoya la decisión. Se trata, en ambos 
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casos, de identificar el ámbito constitucional de la debida motivación 
mediante el control de los argumentos utilizados en la decisión asumida 
por el juez o tribunal, ya sea desde la perspectiva de su corrección lógica o 
desde su coherencia narrativa. 

c) Deficiencias en la motivación externa; justificación de las premisas, que 
se presenta cuando las premisas de las que parte el Juez no han sido 
confrontadas o analizadas respecto de su validez fáctica o jurídica. 

d) La motivación insuficiente, referida básicamente al mínimo de motivación 
exigible atendiendo a las razones de hecho o de derecho indispensables 
para asumir que la decisión está debidamente motivada. Si bien, como ha 
establecido este Tribunal, no se trata de dar respuestas a cada una de las 
pretensiones planteadas 1, la insuficiencia, vista aquí en términos generales, 
sólo resultará relevante desde una perspectiva constitucional si es que la 
ausencia de argumentos o la "insuficiencia" de fundamentos resulta 

) 
manifiesta a la luz de lo que en sustancia se está decidiendo. 

e , La motivación sustancialmente incongruente. El derecho a la tutela 

I 
judicial efectiva y, en concreto, el derecho a la debida motivación de las 
sentencias, obliga a los órganos judiciales a resolver las pretensiones de las 

1 partes de manera congruente con los términos en que vengan planteadas, 
sin cometer, por lo tanto, desviaciones que supongan modificación o 
alteración del debate procesal (incongruencia activa). Desde luego, no 
cualquier nivel en que se produzca tal incumplimiento genera de inmediato 
la posibilidad de su control mediante el proceso de amparo. El 
incumplimiento total de dicha obligación, es decir, el dejar incontestadas 
las pretensiones, o el desviar la decisión del marco del debate judicial 
generando indefensión, constituye vulneración del derecho a la tutela 
judicial y también del derecho a la motivación de la sentencia 
(incongruencia omisiva). 

Que en el caso presente, como se ha expuesto en el considerando 3, supra, de esta 
resolución, en la resolución de fecha 21 de enero de 2002 el órgano judicial emplazado 
se pronunció sobre el supuesto planteado en el recurso de casación, esto es, sobre la 
causal prevista en el inciso 3) del artículo 386º del Código Procesal Civil. Sin embargo, 
al expedir la resolución de fecha 2 de abril de 2002, integró la resolución del 21 de 
enero de 2002, pronunciándose también en torno a las causales establecidas en los 
incisos 1) y 2), artículo 386 del Código Procesal Civil, supuestos que no fueron 
invocados. 

1 Véase te criterio en la STC en el Expediente N.º 1291- 2000-AAffC. 
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Si bien tal proceder de la Sala Civil emplazada no responde en estricto a las reglas 
procesales a los que se encuentra sujeto el recurso de casación, no obstante, de ello no 
puede deducirse una afectación del contenido constitucionalmente protegido del 
derecho a la motivación de las resoluciones judiciales. Esto es así porque la Corte no ha 
decidido por causal no invocada ni tampoco ha incurrido en ausencia o insuficiencia de 
motivación, puesto que lo que ha hecho en todo caso es incurrir en un "exceso" de 
motivación para rechazar el recurso de casación, no sólo por la causal invocada, sino 
también por las demás establecidas en la ley procesal. 

6. Que finalmente en relación a los otros extremos descritos en la demanda, el Tribunal 
recuerda su doctrina jurisprudencia!, constante y uniforme, según la cual el amparo no 
es un medio impugnatorio adicional al que existen en los procesos ordinarios, ni su 
interposición autoriza que los jueces constitucionales se conviertan en jueces de 
casación de los jueces de casación y, por tanto, que puedan corregir los errores in 
procedendo o in iudicando sin relevancia constitucional. 

Por ello, este Colegiado, considera que debe aplicarse al caso el inciso 1) del artículo 5º 
del Código Procesal Constitucional. 

Por estos considerandos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú 

RESUELVE 

Declarar IMPROCEDENTE la demanda de amparo 

Publíquese y notifíquese 

SS. 

GARCÍA TOMA 
GONZALES OJEDA 
AL V A ORLANDIN;;,:I ~--:r 
BARDELLILART . 
VERGARAGOT 
LANDAARROY 
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